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Resumen 

 Con el pasar de los años las empresas han tenido que experimentar drásticos cambios en el 

entorno, obligándolas a ajustar sus lineamientos administrativos, políticos, sociales y 

económicos, con el fin de  garantizar la permanencia  y competitividad  en los mercados locales, 

nacionales e internacionales.  Es imprescindible tratar estos cambios específicamente en el sector 

de la vigilancia y seguridad privada en Colombia y con ello estar a la vanguardia que exige la 

transformación  que contribuye a la profesionalización  y reestructuración de las empresas, 

trayendo consigo nuevas expectativas y exigiendo un factor diferenciador en el mundo 

comercial. 

 

 Esta disertación pretende a través de una búsqueda y análisis documental generar un 

razonamiento y reflexión de los modelos socioeconómicos de la empresa orgánica, dentro de la 

comprensión de un sistema donde se elimina la burocracia, permite la interacción  holística de 

sus áreas y la inserción laboral de las personas en condición de discapacidad. 

 

 Es necesario considerar en los entornos profesionales y empresariales la responsabilidad 

social, atendiendo las necesidades  de los nichos de mercado y  fomentando así un desarrollo 

sostenible basado en la atención de problemáticas del colectivo y en este caso específico, lo 

concerniente a la inserción laboral de las personas en condición de discapacidad, quienes hacen 

parte de la sociedad y requieren ser contemplados como seres humanos capaces de aportar y ser 

económicamente productivos. 

 

Palabras Claves: Discapacidad, desarrollo sostenible, seguridad, Competitividad. 



4 

 

Introducción 

Tomando como punto de partida el ámbito competitivo que regula el mercado, el cual ha 

exhortado  a las empresas, entendiéndose estas como “el conjunto de personas que, en posesión 

de los medios adecuados, coordinan sus esfuerzos en orden a unos fines económicos” (Vélaz, 

1996, p.16) a mejorar sus procesos y con ello la eficiencia, eficacia y efectividad de los mismos 

para liderar y sobresalir a nivel global, lo que implica tener la capacidad corporativa de 

identificar los requerimientos del entorno; donde no se exime a las empresas de vigilancia y 

seguridad privada, quienes deben ser garantes e ir en concordancia con las  expectativas del 

mercado, logrando así una reingeniería en la segmentación y especialización de los servicios 

ofertados; siendo coherentes con el avance y las necesidades del cliente interno y externo.  

 

Una de las prioridades de los gobiernos y que es trasmitida a los diferentes actores de la 

economía a través de  políticas públicas, incluye el  lograr la inserción laboral de personas en 

condición de discapacidad.  Según los datos de la (Organización Mundial de la Salud [OMS], 

2016) indica que “alrededor del 15% de la población mundial padece de algún tipo de 

discapacidad”, cifra que preocupa no solamente a los entes del Estado,  también a los 

empresarios, quienes son conscientes de la problemática y pueden hacer parte de la iniciativa de 

inserción.   

 

Es imperante el compromiso empresarial con las personas que se encuentran en las 

condiciones antes mencionadas y propender  por su integración en el campo laboral, 

construyendo una política de responsabilidad social al interior de las empresas que funcione 
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como dinamizador de la economía y promueva el cumplimiento de políticas públicas de 

desarrollo en beneficio de esta colectividad.  

 

El objetivo de este ensayo  va más allá de una búsqueda de información sobre el  tema 

planteado, implica de  forma reflexiva, exponer las ventajas que tienen las empresas de vigilancia 

y seguridad privada en Colombia,  al incorporar en sus espacios laborales a personas con 

discapacidad como una política empresarial.  La búsqueda y análisis de información sobre el 

tema de interés, permitirá argumentar la necesidad de sensibilizar a las empresas de seguridad 

privada frente a la responsabilidad social y empresarial hacia las personas con discapacidad, 

entendidas estas dentro del enfoque psicológico y social, como las personas que tienen 

condiciones de diversa índole o competitivamente diferente a los demás y que se pueden ver 

como un limitante en el ámbito laboral, sin embargo es allí donde surgirá la importancia de este 

ensayo: “romper imaginarios frente a las personas con discapacidad”. 

 

Para lograr el objetivo del presente ensayo es necesario hacer la revisión documental desde el 

análisis del marco normativo del sector de la seguridad privada, su caracterización y la normativa 

aplicable en pro del desarrollo empresarial, que permita argumentar la inserción de las personas 

con discapacidad en el ámbito laboral y específicamente en el área de la seguridad. Si bien es 

cierto, son variados los factores que se relacionan con el tema planteado, se centrará en la 

argumentación de la misma, generando la posibilidad de reflexión y concientización sobre el 

tema hacia la comprensión y compromiso del sector empresarial.  

 

  



6 

 

  Es imprescindible recalcar que las empresas han priorizado sus necesidades generando una 

visión holística del negocio, brindando la importancia al servicio ofertado  y dejando de lado 

modelos gerenciales basados en conocimientos empíricos.  Con la globalización el consumidor 

es cada vez más  exigente, por lo que las empresas deben tener políticas claras para  mejorar el 

impacto y soportar el desarrollo a nivel global y no solo a nivel interno o empresarial, sino que a 

su vez estas deben ser coadyuvantes  en el desarrollo de políticas públicas de desarrollo social, 

buscando entre otras, la inserción laboral de personas en condición de discapacidad; mejorando 

con ello la percepción de las empresas ante la sociedad, sin dejar de ser económicamente 

rentables, con el valor agregado de ser reconocidos como promotores del cumplimiento de 

políticas de desarrollo público y promoviendo la diferenciación  ante un mercado competitivo. 
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Contexto de la seguridad privada en Colombia  

 

Para entender el marco actual es indispensable contextualizar a partir de los hechos históricos, 

la comprensión  de la situación social dentro del surgimiento de la seguridad privada en  

Colombia,  es por ello prioritario remontarse a los a los aspectos sociales, culturales y 

económicos que enmarcaron la historia, así: 

 

 Hacia el año de 1989  un grupo estudiantil que se hizo llamar “LA SEPTIMA PAPELETA”, 

interpretando las necesidades de la población colombiana retomó e impulsó  la idea de  reformar 

el régimen político del país, y es así que durante el mandato del presidente Cesar Gaviria (1990 – 

1994)  en las elecciones legislativas del 11 de marzo de 1990,  se agregó la consulta para la 

convocatoria de una asamblea constituyente, lo que dio como resultado la actual constitución 

política de 1991 de la república de Colombia (Noriega, 1994).  Es con la constitución política de 

1991 donde se establecieron los derechos y obligaciones de los ciudadanos, la estructura  y 

organización del estado.  Es la ley de mayor jerarquía dentro del marco legal del estado y de este 

modo, esta constitución estableció: 

 

Artículo 2: Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 

general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 

económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia 

nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de 

un orden justo.  
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Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes 

en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para 

asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. (Const., 

1991, art. 2, p8) 

 

Con lo allí dispuesto se entiende que el fin de  las autoridades al interior de la nación 

comprende entre otras, el aseguramiento de la vida, honra, bienes y creencias de los 

conciudadanos, así como sus necesidades.  Kapfer (2014), refiere la teoría de necesidades de 

Maslow, dentro de una estructura piramidal; planteando dentro de las mismas lo que corresponde 

a las básicas o primarias: relaciona el aspecto fisiológico o básico (el respirar, beber y comer, 

entre otras.), donde sin importar  si estas son satisfechas o no, el ser humano siempre buscara  

satisfacer  sus necesidad en general, sin embargo se hace énfasis en lo concerniente a  seguridad 

y protección (vivienda, trabajo, salud, educación, entre otros), si tenemos en cuenta el concepto 

anterior, se deja claro que dentro de la satisfacción de esas necesidades,  se encuentra la del 

trabajo, como un medio que no solo representa un beneficio económico, por el contrario implica 

el sentirse útil a la sociedad.  Adicionalmente es pertinente entender que son los gobiernos 

quienes dentro de sus políticas y programas de inserción deben generar estos espacios y más aún 

a personas con discapacidad, quienes de algún modo hacen parte de un grupo vulnerable dentro 

de una sociedad. 

 

Lo anterior deja claro que si bien, existe una corresponsabilidad en la satisfacción de las 

necesidades humanas,  en su mayoría estás deben ser garantizadas por los gobiernos en todo el 

territorio nacional.  Por consiguiente y teniendo en cuenta  las facultades dadas al Congreso de la 
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República de Colombia en la Constitución Política, donde se facultó a este para la expedición de 

leyes (Constitución Política de Colombia, 1991). Permitió que el 12 de Agosto de 1993 el 

congreso decretara  la Ley 62 (1993) refiriendo en su artículo 34 la creación de la 

Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, la cual está adscrita al Ministerio de 

Defensa Nacional. Con la creación de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada se 

establecen los lineamientos con el fin de reglamentar las funciones y el alcance de los servicios 

vigilados, las cuales  ejercerán funciones de vigilancia y seguridad, funciones que en principio y 

vistas desde el marco legal colombiano son propias del estado, adicionalmente a fin de regular la 

actividad  se hizo necesario  el decreto ley 356 de 1994 donde se creó el estatuto  de vigilancia y 

seguridad privada, estableciendo así las normas para el cumplimiento de la actividad,  

permitiendo el desarrollo sostenible y la permanencia de las empresas bajo normas mínimas en la 

operación y ejercicio. 

 

Así mismo, resulta importante analizar cómo se definió en el estatuto de vigilancia y 

seguridad privada sus servicios, así: 

 

Articulo2. Para efectos del presente decreto, entiéndase por servicios de vigilancia y 

seguridad privada, las actividades de que en forma remunerada o en beneficio de una 

organización pública o privada, desarrollan las personas naturales o jurídicas, tendientes a 

prevenir o detener perturbaciones a la seguridad y tranquilidad individual en lo relacionado 

con la vida y los bienes propios o de terceros y la fabricación, instalación, comercialización y 

utilización de equipos para vigilancia y seguridad privada, blindajes y transporte con este 

mismo fin (Decreto 356 de 1994, p1)  
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Del mismo modo en el artículo 3 del mismo decreto ley,  cierra las brechas y establece la 

obligatoriedad frente a la autorización para operar dentro del territorio nacional así: 

 

PERMISO DE ESTADO. Los servicios de vigilancia y seguridad privada, de que trata el 

artículo anterior, solamente podrán prestarse mediante la obtención de licencia o credencial 

expedida por la superintendencia de vigilancia y seguridad privada, con base en potestad 

discrecional, orientada a proteger la seguridad ciudadana. 

La superintendencia de vigilancia y seguridad privada con base en esa misma potestad, podrá 

suspender o cancelar la licencia o credencial expedida. (Decreto 356 de 1994, p1) 

 

Con lo anterior se logra aclarar que todas las actividades que de forma directa o indirecta 

generan un lucro y tienen un fin de prevención y/o detención de las perturbaciones a la seguridad 

y tranquilidad de las personas, deben ser previamente autorizadas y cumplir con los lineamientos 

y parámetros dados por la superintendencia de vigilancia y seguridad privada.  En este sentido 

resulta claro que es un  sector regulado por el estado y en donde se establecen previamente 

funciones, alcances y características de los servicios, permitiendo catalogar los servicios de 

vigilancia y seguridad privada en Colombia,  como servicios de características técnicas 

uniformes, definidos dentro del marco de la contratación estatal colombiana  como “Bienes y 

servicios de común utilización con especificaciones técnicas y patrones de desempeño y calidad 

iguales o similares, que en consecuencia pueden ser agrupados como bienes y servicios 

homogéneos para su adquisición y a los que se refiere el literal (a) del numeral 2 del artículo 2 de 

la Ley 1150 de 2007.” (Colombia Compra Eficiente 2017.) 
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Del mismo modo la entidad  tiene su pronunciamiento frente al marco normativo y 

reglamentación de los uniformes, procesos y procedimientos,  regula los precios en los servicios 

vigilados de manera anual,  en virtud del decreto 4950 de 2007 y circulares que para el año 2017 

estableció las tarifas mínimas con la circular N° 2016332000000665 a fin de limitar la 

competencia desleal en el sector, para lo cual frente al marco establecido en lo concerniente a la 

regulación de precios mínimos,  las empresas que en su totalidad conforman este sector 

económico, han visto reducidos a aspectos tan ínfimos la diferenciación entre las mismas que 

han obligado a estas  a enfrentarse a cambios en los paradigmas empresariales  y buscar la 

especialización en los sectores, sin embargo es una competencia en donde la misma regulación 

estatal no ha permitido el libre desarrollo de las empresas, restringiendo de este modo la 

competencia en el mercado bajo los estándares de la legalidad y generando una desestabilización 

en la libre oferta y demanda de los servicios.  

 

Teniendo como marco de referencia el sector descrito y el esfuerzo que realizan las empresas 

para ser día a día más  competitivas y sostenibles tal y como lo  afirma Fernández (s.f) solo las 

empresas competitivas y que generan beneficios son capaces de contribuir al desarrollo 

sostenible, creando riqueza y empleo sin poner en peligro las necesidades sociales y 

medioambientales de la sociedad.  Permitiendo identificar la importancia y el aporte que podrían 

hacer las empresas en lo concerniente a las necesidades sociales, entre otras dando alcance a las 

políticas públicas fijadas por el gobierno. 
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Teniendo en cuenta  como punto de partida el ser humano y analizando la afirmación dada por 

Gómez (2012) en donde establece que, “las personas en condición de discapacidad han tenido 

que soportar la estigmatización a la que han sido expuestos sin importar la variedad de 

discapacidades de las cuales está constituida esta población” (p.91). esto lleva a entender el 

concepto de exclusión en la sociedad para las personas en condición de incapacidad  lo que en 

gran medida ha limitado la participación en el sector de la vigilancia y seguridad privada y es a 

partir de allí que se debe considerar la inclusión como ventaja competitiva y diferenciadora, sin 

dejar de lado el aprovechamiento  en las empresas desde el área de mercadeo, implementando 

campañas  de carácter social como lo define Kotler (1982) “el mercadeo social es el diseño, 

implementación y control de programas que buscan incrementar la aceptación de una idea social 

o práctica en un grupo objetivo” (p. 198).  O visto desde otra perspectiva tal y como lo define  

Molina (2001), El mercadeo social es la evolución más reciente del concepto de mercadeo y es 

una herramienta competitiva en el sector privado y debe preverse su fallida interpretación,  pues 

en si corresponde únicamente a problemas de comprensión  y es así que el sector estatal acoge el 

concepto en la búsqueda del bienestar de la comunidad permitiendo afianzar la aceptación y 

promover  la diferenciación en los mercados, exaltando aquellos procesos que la sociedad ha 

buscado integrar dentro de la sostenibilidad de sus economías, con una visión integral de 

igualdad y beneficios para la comunidad y sociedad en general. De esta manera, como lo 

establece Momberg (2007) “la conducción socialmente responsable de una empresa, genera 

decisiones de negocios mejor informadas, construye fidelidad, enriquece la imagen corporativa y 

de marca, y contribuye en forma cuantitativa, a la rentabilidad corporativa de largo plazo”. 

Entendiendo este tipo de beneficios desde la realidad nacional y teniendo como base las cifras 

aportadas por la Organización Mundial de la Salud (2016)  donde indica: alrededor del 15% de la 
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población mundial padece de algún tipo de discapacidad y “en Colombia a corte de 31 de mayo 

de 2017 se encuentran 1.319.864  personas inscritas en el registro de localización y 

caracterización de personas en discapacidad” (Ministerio  de Salud y Protección Social, 2017). 

 

Teniendo en cuenta la gran variedad de definiciones dadas en relación al concepto de 

discapacidad, es importante resaltar las siguientes, discapacidad como la define la Organización 

Mundial de la Salud (2017), es un término que abarca deficiencias estructurales, limitación en la 

actividad e impedimentos en la participación social.  Reflejando la interrelación entre el ser 

humano y la sociedad en la que interactúa. Por otra parte, la definición dada en la Convención de 

la ONU, “La discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las 

personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su 

participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás",(ONU, 

2006) 

 

Las anteriores definiciones se complementan en sí y dan paso a una definición que logra 

conjugar y enlazar todas las características propias que enmarcan el concepto,  cambiando la 

perspectiva del entorno generando participación y aceptación de las condiciones humanas sin 

importar las desviaciones y promoviendo una cultura de cambio al interior de las organizaciones, 

y es allí donde toma gran importancia la definición dada por Palacios (2008) quien considera que 

los discapacitados son seres humanos que cuentan con cierta desviación  en una supuesta 

estandarización del ser humano y como resultado de tal desviación es considerado impedido y 

limitado para ser partícipe de pleno en la vida social, es aquí donde las empresas de vigilancia y 

seguridad privada como actores de la economía tal como lo describe la superintendencia de 
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vigilancia y seguridad privada en el informe del estado del sector para el año 2014  en Colombia, 

muestra que para este periodo se contaba con cerca de 240.103 personas realizando labores 

propias de la vigilancia y seguridad privada y únicamente 156 personas de ellas  se encontraban 

en condición de discapacidad así: 

51 personas con discapacidad en extremidades inferiores  

46 personas con discapacidad visual 

31 personas con discapacidad en extremidades superiores (tronco, cuello y cabeza)  

24 personas con discapacidad auditiva, y 

  4 personas con discapacidad intelectual o mental 

 

Lo anterior manifiesta que esta práctica de inserción laboral de personas en condición de 

discapacidad en labores de vigilancia y seguridad privada, es una actividad que ha mostrado un 

incremento substancial al pasar de los años, sin que con estas estadísticas permitan brindar datos 

o información relevante relacionada a la interacción de las personas en condición de 

discapacidad con la sociedad , como se puede analizar con la información suministrada por la 

superintendencia de vigilancia y seguridad privada  para el periodo de tiempo analizado, permite 

observar que al interior del sector de la vigilancia y seguridad privada se ha iniciado con la 

sensibilización de esta situación,  permitiendo  la socialización de personas en condición de 

discapacidad con la sociedad y dentro del mercado laboral. 

 

Sin embargo esta pequeña muestra no representa tan siquiera el 1% del global contratado por 

el sector para ese periodo. Si bien es cierto la cultura empresarial ha permitido la interacción  de 

estas personas con su entorno,  permitiendo así la resocialización del ser humano capaz  de 
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ejecutar labores de alto impacto, aún se requiere del compromiso por parte de las entidades del 

estado y del sector empresarial, siendo una actividad realizable orientada al logro y permitiendo 

la  superación de los seres humanos, convirtiéndose así en  casos de éxito al brindar directrices y 

parámetros en el desempeño de sus funciones.  Un paso adelante en esta dinámica es dar lugar a 

cambios en el paradigma social y en las tendencias globales empresariales transformando la 

sociedad a través de la responsabilidad social empresarial. Teniendo en cuenta el punto de vista 

Herrera (2012)  quien afirma: 

 

La responsabilidad social empresarial es el conjunto de las acciones innovadoras de una 

organización, basadas en el cumplimiento de las leyes y en los valores éticos, para 

institucionalizar un gobierno corporativo transparente que integre en las actividades en curso 

de la organización, la generación de riqueza respetuosa de los derechos humanos con la 

responsabilidades de sus actividades sobre la sociedad  y el medio ambiente. De todas estas 

acciones debe rendir cuentas a la sociedad. (p.7) 

 

Analizando  más afondo el marco contextual de la responsabilidad social empresarial desde la 

óptica moderna que propende por la  diferenciación y competitividad, se encuentra la propuesta 

dada por Momberg (2007) donde establece: 

 

La responsabilidad social se está transformando de manera creciente, en una variable 

competitiva de reconocimiento mundial. Un factor de éxito en los negocios, que conjuga el 

compromiso ético de la empresa moderna con la sociedad.  Es importante resaltar este factor 
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dentro de la competitividad y reconocimiento mundial de las empresas haciéndolas cada vez 

más proactivas y comprometidas con su entorno.  

 

Del mismo modo autores como Araque y Montero (2006) Establecen: “La RSC supone dirigir 

la actividad de la empresa de forma que sea congruente con las normas sociales, valores y 

expectativas de conducta dominante” (p. 145), conceptos que analizados desde una mirada 

holística definen el concepto de competitividad y desarrollo ligado a la política ética y al 

compromiso social de las empresas como actores en la economía y la sociedad. 

 

De igual manera el plantear dentro de las organizaciones modelos gerenciales contemplando 

características  fundamentales bajo el esquema de políticas con enfoque social, permite analizar 

las ventajas que trae consigo la responsabilidad social empresarial  y su rendimiento dentro del 

resultado esperado por las organizaciones y la sociedad como generadores de oportunidades 

laborales, por lo anterior se toma como punto de referencia la definición e identificación de las 

ventajas de la responsabilidad social empresarial dadas por García (2009) permite a las empresas 

ser competitivas en los mercados,  incrementar sus ventas y mejorar su posición en el mercado 

permitiendo desarrollar ambientes laborales que perduran, pues la percepción de sus trabajadores 

mejora con el tiempo.  

 

Ahora bien es importante destacar la finalidad, estructuración y materialización de esta 

iniciativa, vista esta como la inclusión social dentro del marco del negocio de la vigilancia y 

seguridad privada pues como lo establecen Ibáñez y Mudarra (2007). 
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La inclusión social es el participar en el medio o contexto junto a otras personas, compartir, 

ser uno más, recibir consideración y respeto; lo que conlleva satisfacción de las necesidades 

emocionales, e influye en el auto concepto y sentimiento de aceptación de las personas por los 

que  la rodean. 

 

Todo esto sin alejarnos de las ventajas y beneficios dados por el estado para los procesos de 

integración a la vida laboral de personas en condición de discapacidad, pues en el artículo 24  y 

31 de la (Ley 361 de 1997) estableció: 

 

ARTÍCULO 24. Los particulares empleadores que vinculen laboralmente personas  en 

situación de discapacidad tendrán las siguientes garantías: 

a) A que sean preferidos en igualdad de condiciones en los procesos de licitación, 

adjudicación y celebración de contratos, sean estos públicos o privados si estos tienen en sus 

nóminas por lo menos un mínimo del 10% de sus empleados en las condiciones de 

discapacidad enunciadas en la presente ley debidamente certificadas por la oficina de trabajo 

de la respectiva zona y contratados por lo menos con anterioridad a un año; igualmente 

deberán mantenerse por un lapso igual al de la contratación; 

b) Prelación en el otorgamiento de créditos subvenciones de organismos estatales, siempre y 

cuando estos se orienten al desarrollo de planes y programas que impliquen la participación 

activa y permanente de personas en situación de discapacidad. 

c) El Gobierno fijará las tasas arancelarias a la importación de maquinaria y equipo 

especialmente adoptados o destinados al manejo de personas en situación de discapacidad. El 
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Gobierno clasificará y definirá el tipo de equipos que se consideran cubiertos por el 

beneficiario. 

 

ARTÍCULO 31. Los empleadores que ocupen trabajadores en situación de discapacidad no 

inferior al 25% comprobada y que estén obligados a presentar declaración de renta y 

complementarios, tienen derecho a deducir de la renta el 200% del valor de los salarios y 

prestaciones sociales pagados durante el año o período gravable a los trabajadores en 

situación de discapacidad, mientras esta subsista. 

PARÁGRAFO. La cuota de aprendices que está obligado a contratar el empleador se 

disminuirá en un 50%, si los contratados por él son personas con discapacidad comprobada no 

inferior al 25%. 

 

De esta manera, al revisar la legislación se confirma la regulación existente para el sector de 

la vigilancia y seguridad privada, condición que  obliga a las empresas a buscar un valor 

agregado perceptible por los usuarios, siendo así que desde mi punto de vista y soportado en los 

autores anteriormente citados, la problemática social que tiene un tratamiento a través de 

políticas públicas como lo es el caso de la inserción laboral de personas en condición de 

discapacidad debe ser atendida por intermedio de las empresas privadas, dando cabida y 

participación de estas personas en la vida laboral. Con lo que se busca agilizar el rompimiento de 

paradigmas y fijaciones poco constructivas pues como actores dentro de la economía de una 

sociedad, las empresas de hoy deben comprometerse con el desarrollo y sostenibilidad de la 

sociedad. 
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Conclusión 

Más que una obligación dentro del contexto de la responsabilidad política y social, es 

indispensable para los diferentes sectores de una comunidad, tener claridad frente al concepto de 

necesidad y de satisfacción dentro de la condición humana, no se puede hablar de inserción sin 

generar su vinculación y comprensión al ámbito empresarial.  Lo anterior permite  entender que 

las personas en condición de discapacidad, sin importar cuál sea su calificación subjetiva, son 

seres humanos que deben ser incorporados con buenas prácticas empresariales, sirviendo en 

diversos campos para la sociedad y específicamente en lo relacionado al sector de la seguridad; 

es por ello una prioridad para las empresas de este sector, crear espacios de diversidad  en el 

entorno empresarial  y es a través de la inserción de personas con discapacidad al mundo laboral, 

donde estas iniciativas cobran vida, solo así se hace posible la participación activa de este grupo 

de personas, permitiéndoles el acceso no solo al trabajo, también a la dignidad, ya que con ello se 

garantiza el sentirse útil a la sociedad a pesar de su condición individual.  Las personas con 

discapacidad serían los actores clave dentro de un proceso de sensibilización hacia la 

construcción de políticas dentro de la inserción de esta colectividad como coadyuvantes en la 

reestructuración de la sociedad y de las exigencias que implica la modernidad en el mundo 

empresarial. 

 

No se trata tan solo de ser altruistas socialmente, este planteamiento permite posicionar el 

mercado empresarial y específicamente el que compete a la seguridad privada, en el más alto 

status  dentro de las organizaciones, donde se encuentran quienes saben aprovechar un recurso 

humano de forma proactiva, iniciando una economía que genere rendimientos desde la óptica de 

un individuo empoderado con su trabajo, al habérsele restituido sus derechos y en  específico el 
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sentirse útil y productivo.  Lo anterior tiene una repercusión no solo para las personas objeto de 

esta iniciativa;  también para las empresas dentro de su capacidad y responsabilidad social, como 

para la sociedad en general.   En la Praxis estas iniciativas han permitido a las empresas del 

sector una transición que ha aportado experiencia y por ende cuentan con ventajas competitivas 

frente a aquellas que hasta ahora estudian la viabilidad en la adopción de este tipo de prácticas. 

 

Por otro lado teniendo en cuenta las ventajas de índole competitiva enfocadas a la 

diferenciación, desde la estructuración de los procesos, la inserción propuesta trae consigo 

beneficios que impacta directamente al interior de las organizaciones, entre otras, la afectación 

positiva en el entorno laboral y el grado de pertenencia de los colaboradores con la empresa. 

Maximizar la diversidad permitirá exaltar las competencias de cada uno de los colabores en 

condición de discapacidad. 

Lo anterior ha permitido romper no solo paradigmas a titulo corporativo, de igual forma los 

trabajadores ven con buenos ojos y motivan a mejorar los proyectos de vida de sus compañeros, 

respetando la diferencia entre los seres humanos y aprendiendo de la diversidad,  la oportunidad 

y el esfuerzo que hace la compañía, como parte de la solución de esta problemática. 

 

Haciendo un análisis en profundidad, se hace indispensable resaltar  que  la inserción laboral 

de personas en condición de discapacidad impacta en la imagen corporativa teniendo una mayor 

y mejor percepción por parte de la sociedad y grupos de interés, mejorando así el 

posicionamiento, reputación y convirtiéndose en una oportunidad creciente de negocio. Basados 

en el enfoque dado por áreas de  publicidad y promoción, la gerencia debe basar su gestión  en el 

desarrollo coordinado a fin de unificar la imagen y el concepto de la empresa al interior de la 
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sociedad, por tanto como se ha logrado identificar, el mercado en general está cambiando a un 

ritmo acelerado y las empresas deben acoplarse a ese proceso de cambio, es por ello que  con 

procesos robustos y la debida segmentación,  las empresas aumentan la competitividad  y  

permiten el desarrollo estratégico en diferentes sectores, propendiendo por el desarrollo 

empresarial, social y económico.  

 

Del mismo modo la inserción laboral de personas en condición de discapacidad, visto desde el 

ámbito comercial de las empresas del sector de la vigilancia y seguridad privada, permite a las 

empresas de este sector, tener unas preferencias en el momento de la selección y contratación no 

solo en procesos de contratación estatal (obligatorio) si no que a su vez por el mismo cambio que 

ha tenido la sociedad en el ámbito privado,  ha generado una tendencia a la exigibilidad de este 

tipo de aspectos sin que esto se considere obligatorio. Desde el ámbito administrativo y gerencial  

facilitará a las empresas el tener privilegios tributarios lo que se verá reflejado en un balance 

general y el estado de resultados, evidenciando con ello una mejor utilización de los recursos, 

pues de acuerdo a la normatividad aplicable al tener personal en condición de discapacidad 

debidamente certificado las empresas podrán descontarse el 200% del costo real de la nómina del 

trabajador reportado ante la dirección de impuestos y aduanas nacionales como una deducción, 

reduciendo el valor de la renta líquida  gravable y por ende el impuesto a cargo es menor. Otro 

elemento no menos importante está relacionado con la cuota de aprendices a la que por ley están 

obligadas todas las empresas en Colombia que realicen cualquier actividad económica 

excluyendo la construcción y que cuenten con una planta de trabajadores no inferior a 15 

trabajadores, partiendo del hecho que frente a una razón de cada  20 trabajadores se exige la 
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vinculación de 1 aprendiz, y en caso de contratar personas en condición de discapacidad   se 

disminuirá esta cuota en un 50% la obligación acá establecida. 

  

Por último, es importante exaltar que esta es una de las tantas estrategias a las que las 

empresas de hoy se ven tentadas a adoptar a fin de lograr un factor diferenciador y de selección 

ante la población contratante del servicio e impulsar la imagen de la compañía siendo constructor 

de una sociedad productiva, igualitaria y que aporta con el desarrollo de todo un país.  
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